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INICIATIVA QUE ADICIONA LOS ARTÍCULOS 2°. Y 73 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 

LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, A CARGO DE LA DIPUTADA IRMA JUAN CARLOS, DEL 

GRUPO PARLAMENTARIO DE MORENA 

Irma Juan Carlos, diputada a la LXV Legislatura del honorable Congreso de la Unión, 
integrante del Grupo Parlamentario de Morena, con fundamento en lo dispuesto en el 
artículo 71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; artículos 
6, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a consideración de 
esta asamblea, la iniciativa con proyecto de decreto por el que se propone adicionar la 
fracción IV al apartado A del artículo 2o., recorriéndose en su orden las siguientes y la 
fracción XXXI al artículo 73, recorriéndose en su orden la siguiente, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, al tenor de la siguiente. 

Exposición de Motivos 

En 2001,1 el Constituyente Permanente reformó diversos artículos de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, en los cuales se establecieron las bases jurídicas para el 
ejercicio de los derechos fundamentales de los pueblos y comunidades indígenas; uno de 
ellos fue el artículo 2°, en el cual se establecieron dos apartados. 

En el ٹAٺ, se ȸeƬonoƬió ɵ Ǖaȸantizó el deȸeƬho de diƬhos pueƫlos ɵ Ƭomunidades a la liƫȸe 
determinación y, en consecuencia, a la autonomía, precisando su alcance en ocho 
ǔȸaƬƬiones; en el ٹBٺ, se impusieȸon nueɮe oƫliǕaƬiones Ǖeneȸales a la FedeȸaƬión, las 
entidades federativas y los Municipios, para promover la igualdad de oportunidades de los 
indígenas y eliminar cualquier práctica discriminatoria, vinculándolas a establecer las 
instituciones y determinar las políticas necesarias para garantizar la vigencia de los 
derechos de los indígenas y el desarrollo integral de sus pueblos y comunidades, las cuales 
precisó que debían ser diseñadas y operadas conjuntamente con ellos. 

En la ǔȸaƬƬión IX, apaȸtado ٹBٺ del menƬionado aȸtíƬulo, se estaƫleƬió lo siǕuiente: 

 ...ٹ

IX. Consultar a los pueblos indígenas en la elaboración del Plan Nacional de Desarrollo y 
de los planes de las entidades federativas, de los Municipios y, cuando proceda, de las 
demarcaciones territoriales de la Ciudad de México y, en su caso, incorporar las 
recomendaciones y propuestas que realicen. 

 ٺ...

Como se puede advertir de la fracción transcrita, se incorporó el derecho a la consulta a los 
pueblos y comunidades indígenas, limitándola para la elaboración del Plan Nacional de 
Desarrollo y de los planes de las entidades federativas, de los Municipios, de las 
demarcaciones territoriales de la Ciudad de México y, acotando que, en su caso, se 
incorporarán las recomendaciones y propuestas que éstos realicen. 
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El derecho a la consulta, no se plasmó en el referido artículo de la Constitución Política 
Federal en términos del Convenio número 169, Sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países 
Independientes de la Organización Internacional del Trabajo (OIT), de 27 de junio de 1989, no 
obstante que éste ya era vinculante para el Estado Mexicano, de conformidad con su 
ratificación y publicación en el Diario Oficial de la Federación el 3 de agosto del año 
mencionado. 

Dicho instrumento jurídico prevé que el derecho a la consulta debe cumplir con los 
requisitos de: previa, libre e informada, contenido en los artículos 6, 7, 15 y 30 que constriñen 
al Estado Mexicano a lo siguiente: 

• bealizaȸ la Ƭonsulta ٹa los pueƫlos inteȸesados, mediante pȸoƬedimientos apȸopiados ɵ en 
particular a través de sus instituciones representativas, cada vez que se prevean medidas 
leǕislatiɮas o administȸatiɮas, susƬeptiƫles de aǔeƬtaȸles diȸeƬtamente.ٺ 

• A ٹestaƫleƬeȸ o manteneȸ pȸoƬedimientos Ƭon miȸas a Ƭonsultaȸ a los pueƫlos 
interesados, a fin de determinar si los intereses de los pueblos serían perjudicados y en 
qué medida, antes de emprender o autorizar cualquier programa de prospección o 
explotación de los ȸeƬuȸsos eɴistentes en sus tieȸȸasٺ. 

• A eǔeƬtuaȸ Ƭonsultas Ƭon ȸespeto a los pȸinƬipios de ٹƫuena ǔe ɵ de una maneȸa 
apropiada a las circunstancias, con la finalidad de llegar a un acuerdo o lograr el 
consentimiento acerca de las medidas propuestasٺ. 

• Asimismo, oƫliǕa a ȷue los ٹǕoƫieȸnos deƫeȸán adoptaȸ medidas aƬoȸdes a las 
tradiciones y culturas de los pueblos interesados, a fin de darles a conocer sus derechos y 
obligaciones, especialmente en lo que atañe al trabajo, a las posibilidades económicas, a 
las cuestiones de educación y salud, a los servicios sociales y a los derechos dimanantes 
del pȸesente Conɮenioٺ. 

Posteriormente, la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos 
Indígenas, estableció en sus artículos 19 y 32, el deber estatal de celebrar consultas con los 
pueƫlos inteȸesados ٹantes de adoptaȸ ɵ apliƬaȸ medidas leǕislatiɮas o administȸatiɮas ȷue 
los aǔeƬten2.ٺ 

En el ámbito regional, el 15 de junio del 2016, en la tercera sesión plenaria, la Asamblea 
General de la Organización de los Estados Americanos aprobó la Declaración Americana 
sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas. 

En el ámbito de la garantía del derecho en análisis, la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, ha sostenido que el derecho de los pueblos y comunidades indígenas a la consulta: 
 Ƭonstituɵe una pȸeȸȸoǕatiɮa neƬesaȸia paȸa salɮaǕuaȸdaȸ la liƫȸe deteȸminaƬión de losٹ
pueblos, así como los demás derechos culturales y patrimoniales –ancestrales- que la 
Constitución y los tratados internacionales les ȸeƬonoƬen3.ٺ 

Derivado de lo expuesto, se tiene que el derecho a la consulta debe reunir los siguientes 
requisitos: 
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• Previa 

La Suprema Corte de Justicia de la Nación, ha precisado el alcance de este principio, 
indiƬando ȷue: ٹantes de adoptaȸ Ƭualȷuier acción o medida susceptible de afectar sus 
deȸeƬhos e inteȸesesٺ, teniendo en Ƭuenta ȷue este ejeȸƬiƬio deƫe seȸ pȸeɮio, Ƭultuȸalmente 
adeƬuado, inǔoȸmado, a tȸaɮés de los ȸepȸesentantes ɵ de ƫuena ǔe; destaƬando ȷue ٹel 
deber del Estado a la consulta no depende de la demostración de una afectación real a sus 
derechos, sino de la susceptibilidad de que puedan llegar a dañarse, pues precisamente uno 
de los objetos del procedimiento es determinar si los intereses de los pueblos indígenas 
serían perjudicados4.ٺ 

• Liƫre 

Esto significa que el proceso de consulta, debe estar libre de interferencias externas, y 
exento de coerción, intimidación y manipulación. 

• Inǔormada 

Consiste en proveer a las comunidades que serán afectadas, de información completa, 
comprensible, veraz y suficiente, que les permita adoptar una decisión adecuada a sus 
necesidades. En este tenor, se les debe facilitar toda la documentación indispensable para 
conocer, los alcances de las cuestiones respecto de las cuales se pretende realizar la 
consulta. 

En torno a ello, la Corte IDH ha referido, que el Estado antes y durante la consulta, debe 
mantener comunicación constante, brindar información precisa que permita a la 
Ƭomunidad ƬonoƬeȸ ٹla natuȸaleza ɵ ƬonseƬuenƬias de pȸoɵeƬto5,ٺ los beneficios e 
indemnizaciones a que podrían hacerse acreedores, así como los riesgos a la salubridad y al 
medio amƫiente, lo ȷue le oƫliǕa a ȸealizaȸ estudios de ٹimpaƬto soƬial ɵ amƫiental6.ٺ 

• De ƫuena ǔe 

El artículo 6.2 del Convenio 169 de la OIT, dispone que las consultas se llevarán a cabo con 
buena fe. La consulta de buena fe exige la ausencia de cualquier tipo de coerción por parte 
del Estado o de agentes que actúen con su autorización o aquiescencia. 

En el ٹCaso Pueƫlo IndíǕena KiƬhɯa de Saȸaɵaku ɮs. EƬuadoȸٺ, la Coȸte IDH estaƫleƬió ȷue: 
 la Ƭonsulta no deƫe aǕotaȸse en un meȸo tȸámite ǔoȸmal, sino ȷue deƫe ƬonƬeƫiȸse Ƭomoٹ
 ȷue deƫe ȸespondeȸ al oƫjetiɮo último de ,ٺun ɮeȸdadeȸo instȸumento de paȸtiƬipaƬiónٹ
establecer un diálogo entre las partes basado en principios de confianza y respeto mutuos, y 
Ƭon miȸas a alƬanzaȸ un Ƭonsenso entȸe las mismas7.ٺ 

• ProƬedimientos Ƭulturalmente adeƬuados 
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El artículo 6.1 del Convenio 169 de la OIT, es claro en señalar que los procedimientos para 
consultar deben ser apropiados y mediante sus instituciones representativas. En este 
sentido, la Corte IDH ha sostenido que el proceso de diálogo se realizará a través de 
procedimientos culturalmente adecuados, con apego a sus tradiciones. Asimismo, el 
artículo 12 del citado Convenio pȸesƬȸiƫe ȷue los Estados deƫen adoptaȸ medidas ٹpaȸa 
garantizar que los miembros de dichos pueblos puedan comprender y hacerse comprender 
en procedimientos legales, facilitándoles, si fuere necesario, intérpretes u otros medios 
eǔiƬaƬesٺ. 

La idoneidad cultural implica procurar que las autoridades que representan a un pueblo 
indíǕena, sean deteȸminadas de aƬueȸdo a sus ǔoȸmas de eleƬƬión. En el ٹCaso Saȸamaka Vs. 
Suȸinamٺ, la Coȸte IDH oȸdenó al Estado a eǔeƬtuaȸ la Ƭonsulta Ƭon las peȸsonas ȷue 
hubiesen sido elegidas por el pueblo Saramaka para tal efecto.8 

La Segunda Sala de la Suprema Corte, en el amparo en revisión 781/2011,9 abordó el tema de 
la participación. En este asunto, las autoridades omitieron crear el Consejo Consultivo 
Regional, lo que violó el derecho de las comunidades de la Sierra Tarahumara, toda vez que, 
mediante el mismo, intervendrían y se garantizaría la participación de los agraviados, por 
medio del representante y vocal elegidos libremente, conforme a sus costumbres. Por lo 
anterior la Corte conminó a las autoridades responsables a constituir el Consejo Consultivo 
beǕional del FideiƬomiso ٹBaȸȸanƬas del Coƫȸeٺ. 

• PertinenƬia Ƭultural 

El diálogo intercultural, implica la observancia del principio de igualdad y no discriminación, 
reconocer las especificidades de los sujetos de consulta y evitar reproducir patrones de 
desigualdad durante el proceso; por ejemplo, el Estado no podrá ejercer presión sobre el 
pueblo involucrado, mediante la imposición de restricciones temporales. 

• Sujetos de consulta 

Se trata de los pueblos o comunidades indígenas susceptibles de verse afectados en sus 
derechos, siendo éstos, sociedades anteriores al Estado, que tienen continuidad histórica y 
mantienen sus instituciones. 

De conformidad con lo establecido en el derecho internacional de los derechos humanos, 
los gobiernos deberán de consultarlos a través de las instituciones representativas con 
capacidad para otorgar dicho consentimiento. 

• Sujetos oƫliǕados a realizar la Ƭonsulta 

Para llevar a cabo la consulta, se requiere la participación de seis figuras: 1) autoridad 
responsable, 2) órgano garante, 3) órgano técnico, 4) comité técnico, 5) grupo asesor y 6) 
organizaciones de la sociedad civil y observadores.10 
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La autoridad responsable, es aquella que tiene el deber principal de consultar cuando 
existan o pueden existir decisiones o proyectos que afecten los derechos e intereses de los 
pueblos indígenas. 

El órgano técnico de consulta, tiene la responsabilidad de preparar a la autoridad 
responsable durante el proceso, brindando la asesoría técnica y metodológica; en el caso, lo 
es el Instituto Nacional de los Pueblos Indígenas, en términos de la fracción XXIII del artículo 
4 de dicho Instituto. 

El órgano garante, funge como testigo de la consulta. Tal función la podría desempeñar la 
Comisión Nacional de los Derechos Humanos, en razón que tiene como objeto, ser garante 
de los derechos humanos, siendo uno de éstos el de la consulta a las comunidades y 
pueblos indígenas. 

El Comité Técnico Asesor , se constituye de diversas instancias, con la finalidad de aportar 
conocimiento, asesoría, metodología, información sustantiva y análisis especializado al 
proceso de consulta, pudiendo integrarse por las entidades gubernamentales de diversos 
ámbitos de competencia. 

Los grupos asesores de academia y las organizaciones de la sociedad civil, son instancias 
que coadyuvan en la construcción de una metodología intercultural, su intervención tiene 
por objeto, acompañar y asesorar a los sujetos de consulta cuando así lo requieran, 
pudiendo conformarse por las universidades o grupos de expertos de éstas. 

Los observadores pueden ser: el representante de la OIT y de la Oficina del Alto 
Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos en México; integrantes 
del Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo, del Foro Permanente para las 
Cuestiones Indígenas y el Relator Especial sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas, 
todos de la ONU, los Organismos Estales de Protección de los Derechos Humanos, la 
Comisión Nacional de los Derechos Humanos, entre otros. 

Ámbitos de la consulta. 

El Convenio 169 de la OIT y la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los 
Pueblos Indígenas, vincula a los Estados a consultar todas las medidas administrativas y 
legislativas que afecten a los pueblos indígenas y tribales, así como los proyectos de 
prospección y explotación de los recursos naturales existentes en sus tierras. 

• Las medidas leǕislativas 

Previo a la adopción de una medida legislativa que pueda llegar a afectar a la comunidad 
involucrada, el Estado tiene el deber de consultarles. 
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La Comisión Interamericana de Derechos Humanos en su informe sobre la situación de los 
derechos humanos en México del año 5׏׎א, adɮiȸtió ȷue: ٹvas Ǖȸaɮes ɮiolaƬiones a los 
derechos humanos en contra de los pueblos y comunidades indígenas en México se dan en 
dos áreas principales: violencia en el contexto de megaproyectos en tierras y territorios 
ancestrales autorizados sin el debido proceso de consulta y consentimiento previo, libre e 
informado; o en el marco de reivindicación de sus tierras, y faltas al debido proceso penal. En 
varias ocasiones se han denunciado el otorgamiento de concesiones por parte del Estado a 
empresas privadas en violación del derecho a la consulta previa. Como consecuencia de la 
lucha por sus tierras, también se ha recibido información sobre la criminalización de 
deǔensoȸas ɵ deǔensoȸes de deȸeƬhos humanos de los pueƫlos indíǕenas11.ٺ 

La Suprema Corte de Justicia de la Nación, el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 
Federación, Juzgados y Tribunales del Poder Judicial de la Federación, mediante sus 
resoluciones, han establecido lineamientos fundamentales para la implementación de la 
consulta en México, tales como: características principales, diferencia entre consulta y 
consentimiento, participación oportuna de las autoridades tradicionales, entre otros. 

Algunos de los casos más notorios, respecto al derecho a la consulta lo constituyen el 
ProyeƬto ٹAƬueduƬto IndependenƬiaٺ, conflicto social suscitado en el Valle Yaqui inició en 
el 2010, del cual en mayo de 2013, se emitió una sentencia favorable de la Primera Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la cual decidió, que debía restituirse en el pleno 
goce de la garantía violada, conminándola a respetar el derecho de audiencia previa, 
añadiendo que la autoridad en la materia en virtud del Convenio 169 de la OIT, tiene el deber 
de ٹmandaȸ llamaȸ a los pueƫlos inteȸesados poȸ ƬonduƬto de sus representantes legales, a 
los procedimientos que ante ellos se ventilen con la finalidad de consultarlos para 
deteȸminaȸ si los inteȸeses de diƬhos pueƫlos se pueden ɮeȸ aǔeƬtados12.ٺ 

El caso de los Transgénicos, en noviembre de 2015, la Segunda Sala de la SCJN resolvió 
dejar sin efectos el permiso de la SAGARPA, por lo que hace a los territorios de los 
municipios de Yucatán y Campeche, hasta que la Comisión Nacional para el Desarrollo de 
los Pueblos Indígenas y la Comisión Intersecretarial de Bioseguridad de los Organismos 
Genéticamente Modificados efectuarán la consulta. 

La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, advirtió que la consulta 
pública a que hace referencia el artículo 33 de la Ley de Bioseguridad, es un procedimiento 
que se establece para publicitar la solicitud hecha por la empresa interesada, con el objeto 
de que cualquier persona o el gobierno donde se pretende hacer la liberación, pueda emitir 
una opinión sustentada técnica y científicamente, consulta que en este caso no fue idónea 
ni culturalmente adecuada para satisfacer los requisitos establecidos por el Convenio 169 de 
la OIT y estándares internacionales. 

Caso Cherán, existen dos asuntos relacionados con el ejercicio de la consulta previa, libre e 
informada. El primero fue resuelto por el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 
Federación, mientras que el segundo, por la Suprema Corte de Justicia de la Nación. El 
Tribunal decidió suspender las elecciones, reconociendo que los pueblos y comunidades 
indígenas, en ejercicio a la libre determinación, tienen derecho a elegir a sus representantes 
bajos sus propias normas, usos y costumbres. 
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En cumplimiento a lo ordenado por la Sala Superior del Tribunal Electoral, se consultó a los 
integrantes de la comunidad acerca de si era su deseo realizar las elecciones mediante su 
propio sistema, 4,849 personas votaron a favor y 8 en contra. 

En diciembre del 2011, se suscitó una nueva controversia. El Congreso del Estado de 
Michoacán aprobó una reforma a la constitución local en materia indígena, sin haber 
consultado a las comunidades indígenas afectadas. La comunidad indígena de San 
Francisco Cherán, reclamó ante la SCJN, la afectación al ámbito competencial del municipio 
como parte del órgano de reforma a la Constitución del Estado de Michoacán. Al no haberse 
llevado a cabo la consulta previa al municipio indígena, mediante procedimientos 
culturalmente adecuados, informados y de buena fe a través de sus representantes. 

En mayo de 2014, la SCJN resolvió la Controversia Constitucional 32/2012 relacionada con el 
asunto, en el que el municipio quejoso alegó que el Estado no había cumplido 
satisǔaƬtoȸiamente Ƭon el ƬaȸáƬteȸ pȸeɮio de la Ƭonsulta, toda ɮez ȷue los ٹǔoȸos de Ƭonsultaٺ 
que se instauraron, no fueron adecuados por haber sido suspendidos y reanudados sin 
contar con suficientes participantes. Ante estos hechos, el Alto Tribunal dispuso que al no 
Ƭonstaȸ ٹen juiƬio ȷue el MuniƬipio de Cheȸán haɵa sido Ƭonsultado pȸeɮiamente, de ǔoȸma 
libre e informada mediante un procedimiento adecuado y de buena fe, a través de las 
instituciones que lo representan, es claro que el proceder del Poder Legislativo demandado 
violó su esfera de competencia y sus derechos, por lo que se impone declarar la invalidez de 
las noȸmas impuǕnadas13.ٺ 

En todos estos derechos, el pueblo afromexicano está incluido pues en el año 2019 se 
adicionó un apartado C al artículo 2o. de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, por medio del cual se reconoce el mismo derecho del pueblo afromexicano; en 
ese sentido se propone incluir al pueblo afromexicano para el efecto de también ser 
reconocido como sujeto de derecho público. 

Como se puede advertir de lo expuesto es que, no obstante que el Estado Mexicano está 
vinculado a garantizar el derecho a la consulta, contenido en el Convenio 169, así como por 
la jurisprudencia emitida por la Corte Interamericana de Derechos Humanos y el Poder 
Judicial de la Federación, tanto por la Suprema Corte en Pleno, sus Salas y los Tribunales 
Colegiados de Circuitos, así como por el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 
Federación, es necesario la existencia de su reconocimiento constitucional, a efecto de que 
con posterioridad, se emita la ley reglamentaria correspondiente, en la cual se establezcan 
todos los parámetros que se ha logrado construir en el ámbito del derecho a la consulta. 

Se adiciona cuadro comparativo: 
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Cabe destacar que la adición obedece a una armonización del artículo 2 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos mexicanos con los diversos compromisos asumidos por el 
Estado mexicano respecto al derecho a la consulta, particularmente con el Convenio 169 de 
lo OIT y la Declaración de la Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas. 
Por tanto, la adición que se propone no constituye una institución jurídica novedosa al 
Estado mexicano, sino que es un mecanismo para cumplir con el sistema procesal 
constitucional mexicano, a efecto de que, con posterioridad, el Congreso de la Unión esté en 
aptitud de emitir la Ley reglamentaria respecto al derecho a la consulta. 

Por lo expuesto, con fundamento en el artículo 71, fracción II, de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, artículos 6, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara 
de Diputados, someto a consideración de esta asamblea la siguiente iniciativa con proyecto 
de 

Decreto por el que se adiciona la fracción IV, del Apartado a del artículo 2o., 
recorriéndose en su orden las siguientes, y la fracción XXXI al artículo 73, recorriéndose 
en su orden la siguiente, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 

Único. Se adiciona la fracción IV del apartado A del artículo 2o., recorriéndose en su orden 
las siguientes y la fracción XXXI al artículo 73, recorriéndose en su orden la siguiente de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para quedar como sigue: 

Artículo 2o. La Nación mexicana es única e indivisible. 

... 

... 

... 

... 

A. Esta Constitución reconoce y garantiza el derecho de los pueblos y las comunidades 
indígenas a la libre determinación y, en consecuencia, a la autonomía para: 

I. a la III... 

IV. Participar en la adopción de decisiones en las cuestiones relativas a dichos 
pueblos y comunidades. Para garantizar esta disposición, el Estado deberá consultar a 
los pueblos y comunidades indígenas mediante procedimientos apropiados, de buena 
fe y a través de sus instituciones representativas, cada vez que se prevean medidas 
legislativas o administrativas susceptibles de afectarles, con la finalidad de llegar a un 
acuerdo u obtener su consentimiento libre, previo e informado. 

V. a la IX... 

B... 
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Artículo 73. El Congreso tiene facultad: 

I. a la XXX... 

XXXI. Para expedir la ley general que establezca las bases y principios sobre los cuales 
la Federación, las Entidades Federativas y los Municipios, en el ámbito de sus 
competencias, realizarán los procesos de consulta a los pueblos y comunidades 
indígenas y afromexicanas, y 

XXXII... 

Transitorios 

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el 
Diario Oficial de la Federación. 

Segundo . Al entrar en vigor la presente reforma, el Congreso de la Unión deberá emitir la 
Ley Reglamentaria en el plazo de los ciento veinte días posteriores. 

Tercero. Las Legislaturas de las entidades federativas y de la Ciudad de México, deberán 
realizar las adecuaciones a sus constituciones y reglamentarán lo aquí estipulado, dentro de 
los cientos veinte días posteriores. 

Notas 

1 Reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el 14 de agosto de 2001. 

2 Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de los pueblos indígenas, adoptada 
el ב׏ de septiemƫȸe de ٹ .7׎׎אAȸtíƬulo 9׏. vos Estados Ƭelebrarán consultas y cooperarán de 
buena fe con los pueblos indígenas interesados por medio de sus instituciones 
representativas antes de adoptar y aplicar medidas legislativas o administrativas que los 
afecten, a fin de obtener su consentimiento libre, previo e inǔoȸmado.ٺ AȸtíƬulo א ...ٹ :אב. vos 
Estados celebrarán consultas y cooperarán de buena fe con los pueblos indígenas 
interesados por conducto de sus propias instituciones representativas a fin de obtener su 
consentimiento libre e informado antes de aprobar cualquier proyecto que afecte a sus 
tierras o territorios y otros recursos, particularmente en relación con el desarrollo, la 
utilizaƬión o la eɴplotaƬión de ȸeƬuȸsos mineȸales, hídȸiƬos o de otȸo tipo.ٺ 

3 Suprema Corte de Justicia de la Nación. Amparo en revisión 270/2015. 

4 Décima Época, registro: 2004170, Primera Sala, Tesis Aislada1a. CCXXXVI/2013 (10a.), 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro XXIII, agosto de 2013. 
Tomo 1. 

5 CIDH. Informe No. 40/04, Caso 12.053, Comunidades Indígenas Mayas del Distrito de 
Toledo (Belice), 12 de octubre de 2004. 
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6 Corte IDH. Caso Comunidad Garífuna Triunfo de la Cruz Vs. Honduras, párr. 156. CIDH. 
Derechos de los pueblos indígenas y tribales sobre sus tierras ancestrales y recursos 
naturales. Normas y jurisprudencia del Sistema Interamericano de Derechos Humanos. IX. 
Derechos a la participación, la consulta y el consentimiento, párr. 299, disponible en: 
http://cidh.org/countryrep/TierrasIndigenas2009/Cap.IX.htm#_ftn83.  

7 Corte IDH. Caso Pueblo Indígena Kichwa de Sarayaku Vs. Ecuador. párr. 186, disponible en: 
http://corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_245_esp.pdf  

8 Corte IDH. Caso del Pueblo Saramaka Vs. Surinam, párr. 19, disponible en: 
http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_172_esp.pdf  

9 Amparo en revisión 781/2011. Suprema Corte de Justicia de la Nación, 14 de marzo de 2012. 

 PȸotoƬolo paȸa la implementaƬión de Ƭonsultas a pueƫlos ɵ Ƭomunidades indíǕenas deٹ ׎׏
conformidad con estándares del Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo 
soƫȸe Pueƫlos IndíǕenas ɵ Tȸiƫales en Países Independientesٺ de la OIT, ɵ ٹPȸotoƬolo paȸa la 
Implementación del Proceso de Consulta previa, libre e informada sobre el Desarrollo de un 
proyecto de generación de energía eólica, de conformidad con estándares del Convenio 169 
de la Organización Internacional del Trabajo sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países 
Independientesٺ susƬȸito poȸ la SbE, Sedatu, Semaȸnat, Seneȸ, SeǕoƫ ɵ CDI. 

11 CIDH. Informe sobre la situación de los derechos humanos en México, 31 de diciembre de 
2015, párr. 252. 

12 Suprema Corte de Justicia de la Nación, en el Amparo en Revisión 631/2012. 

13 Acuerdo del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, correspondiente al 29 de 
mayo de 2014. 

Dado en el Recinto Legislativo de San Lázaro, a 21 de febrero de 2023. 

Diputada Irma Juan Carlos (rúbrica) 
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